El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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RECUSACIÓN / PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA DE DOMINIO / CAUSAL 7 DEL ARTÍCULO 141 DEL CGP / INFUNDADA - Esto permite concluir, sin atisbo de duda, que la razón está de parte de la jueza repelida, por las razones siguientes: 

La recusación se funda en sendas denuncias formuladas contra la funcionaria, una disciplinaria y otra penal, ambas, se anuncia, carentes de vocación suficiente para sacar avante la petición; en lo que toca con la presentada ante la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura,  baste decir que con la prueba recaudada en esta sede, se verificó que el trámite disciplinario apenas se encuentra en la etapa de indagación preliminar (f. 11. C.3), es decir, que  la funcionaria aún no está vinculada al proceso.

Lo mismo sucede en lo que atañe con la denuncia formulada ante la Fiscalía General de la Nación, pues de la certificación aportada (f. 163, c.1) se desprende que la funcionaria no ha sido aún vinculada al proceso penal, habida cuenta de que dicho trámite se encuentra en etapa de indagación.

Por lo brevemente expuesto y sin que sean necesarias adicionales consideraciones, se declarará infundada la recusación propuesta en este caso.
  TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL


 SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.

Pereira, abril dieciséis de dos mil dieciocho
Expediente: 66682-31-13-001-2017-00033-01
Se decide sobre la recusación que contra la Jueza Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal se promovió en el proceso de prescripción adquisitiva de dominio que allí inició Alfredo Álvarez Villegas frente a Hernán Zuluaga Villegas y otros.
ANTECEDENTES

En el mencionado proceso, ha fenecido el término para descorrer el traslado de las excepciones, por eso, a la luz de lo consagrado en los artículos 372 y 373 del CGP, mediante proveído del 19 de octubre de 2017, el despacho convocó a audiencia para que de manera concentrada se surtan las etapas restantes y de ser posible, proferir sentencia. 

El  nuevo apoderado de la parte actora, en memorial visible a folios 172 a 174, recusó a la jueza con apoyo en la causal séptima del artículo 141 del Código General del Proceso, lo que, según indica, se encuentra demostrado con las certificaciones expedidas por el Consejo Superior de la Judicatura y la Fiscalía General de la nación. 
La funcionaria, en providencia del 28 de febrero, se negó a aceptar la recusación, en esencia, porque para la materialización de la causal invocada se requiere que la denuncia penal o disciplinaria se hubiese formulado antes de iniciarse el proceso civil o después, siempre y cuando se refiera a hechos distintos; pero ello es insuficiente, porque, además, se requiere la apertura de la investigación y la vinculación, nada de lo cual se acreditó. Del mismo modo,  encontró infundada la presunta animadversión denunciada por el recusante, toda vez que no conoce al abogado ni a su prohijado, por lo que nada perturbaría su serenidad e imparcialidad en el correcto ejercicio de sus funciones. 
CONSIDERACIONES

1. Esta Sala es competente para resolver lo pertinente, de acuerdo con lo reglado por el inciso tercero del artículo 143 del CGP, lo que se hará de plano, ya que no se requiere la práctica de pruebas.  

2. Reglas de orden internacional, como la Declaración Universal de los Derechos Humanos (art. 10), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas (art. 14), y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José, art. 8), pasando por la Constitución Nacional (art. 228) y a partir de ella, normas de inferior categoría, como la Ley 270 de 1996 (estatutaria de la administración de justicia) y los varios ordenamientos procesales (civil, penal, laboral, administrativo), desarrollan principios elementales que rigen la administración de justicia, como la independencia y la imparcialidad; por el primero se asegura que el juez esté libre de presiones de cualquier tipo para realizar su labor y adoptar sus decisiones; y por el segundo, que las partes se muevan en un plano de igualdad en el proceso. 
Por eso, para salvaguardarlos, en cada especialidad se han definido unas causales de recusación de los jueces, que sirven, de una vez, como soporte al impedimento que ellos por su iniciativa puedan manifestar. 
Esas causales son taxativas, lo que indica que sólo pueden invocarse como tales aquellas que el respectivo estatuto prevea. 
Para el caso de ahora, se soporta la solicitud en el contenido del artículo 141 del Código General del Proceso, que en su ordinal 7° establece como causal de recusación “Haber formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, denuncia penal o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero permanente, o pariente en primer grado de consanguinidad o civil, antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el denunciado se halle vinculado a la investigación.”   

Fácil es observar que esta causal se estructura sobre unos condicionamientos, el último de los cuales atañe a que el funcionario judicial que conoce del proceso esté vinculado a la denuncia, penal o disciplinaria, que por hechos ajenos al proceso se le haya formulado. Así lo recuerda la doctrina; López Blanco, por ejemplo, señala que:

 



“Sin duda alguna, el ánimo prevenido que se crea contra una persona que denuncia penalmente o disciplinariamente a otra, o a su cónyuge, compañero permanente, padres o hijos, justifica  plenamente la existencia de esta causal, la cual sin embargo ha sido objeto de unas particulares precisiones al señalar la norma que únicamente puede proponerse la recusación cuando la denuncia se formuló antes de iniciarse el proceso civil o “después, siempre que la denuncia se refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y que el denunciado se halle vinculado a la investigación”.

  



Pone de presente la regulación que en cualquiera de las hipótesis previstas es menester que el denunciado se halle vinculado a la investigación, es decir que se haya formulado la imputación y, en segundo término, que si la denuncia es posterior a la iniciación del proceso civil los hechos objeto de investigación penal no se originen en el proceso mismo, deben ser ajenos por entero a él, por cuanto si la denuncia penal tiene como causa algo ocurrido dentro del proceso no se ha erigido la circunstancia como causal generadora de la recusación con el fin de poner coto a la maniobra de denunciar al juez sobre la base de cualquier irregularidad observada dentro del mismo proceso para buscar su desvinculación” .
Esto permite concluir, sin atisbo de duda, que la razón está de parte de la jueza repelida, por las razones siguientes: 
La recusación se funda en sendas denuncias formuladas contra la funcionaria, una disciplinaria y otra penal, ambas, se anuncia, carentes de vocación suficiente para sacar avante la petición; en lo que toca con la presentada ante la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura,  baste decir que con la prueba recaudada en esta sede, se verificó que el trámite disciplinario apenas se encuentra en la etapa de indagación preliminar (f. 11. C.3), es decir, que  la funcionaria aún no está vinculada al proceso.

Lo mismo sucede en lo que atañe con la denuncia formulada ante la Fiscalía General de la Nación, pues de la certificación aportada (f. 163, c.1) se desprende que la funcionaria no ha sido aún vinculada al proceso penal, habida cuenta de que dicho trámite se encuentra en etapa de indagación.
Por lo brevemente expuesto y sin que sean necesarias adicionales consideraciones, se declarará infundada la recusación propuesta en este caso. 

Como no se advierte temeridad o mala fe en la actuación del demandante, no habrá la condena a que se refiere el artículo 147 del Código General del Proceso. 

DECISIÓN   

  



En armonía con lo dicho, se DECLARA INFUNDADA la recusación que contra la Jueza Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal se promovió en el proceso de pertenencia que allí inició Alfredo Álvarez Villegas contra Hernán Zuluaga Villegas y otros. 
No hay lugar a imponer sanciones al recusante. 





Vuelva allí este trámite, para que continúe la actuación.

Notifíquese.

El Magistrado, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO    
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